En la ciudad de La Plata a los once días del mes de abril de dos mil seis, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini (arts. 47 y 48 de la ley 5827), bajo la presidencia del primero de los nombrados, con el objeto de resolver en esta causa N° 8713 del registro de este Tribunal, caratulada “F., D. D. s/ recurso de casación”, estando representado el Ministerio Público Fiscal por la Señora Fiscal Adjunta de Casación, Dra. Alejandra Marcela Moretti y el imputado por la Señora Defensora Oficial Adjunta ante esta Alzada, Dra. Ana Julia Biasotti.

Habiéndose efectuado el sorteo para establecer el orden en que los señores Jueces emitan su voto, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: MANCINI–CELESIA.
A N T E C E D E N T E S

El Tribunal en lo Criminal N° 2 del Departamento Judicial Mercedes condenó a D. D. F. a la pena de catorce años de prisión, accesorias legales, y costas, como autor penalmente responsable del delito de Corrupción de Menores agravada en concurso ideal con Violación Sexual Calificada, en los términos de los arts. 5, 12, 19, 29 inc. 3°, 40, 41, 45, 54, 119 inc. 3, 122, 125 inc. 1° y último párrafo, estas tres últimas normas según ley 11.179 del C.P.).

El Sr. Defensor Oficial, Dr. Juan José Mahiques, interpuso recurso de casación contra el aludido resolutorio.

Cumplidos los trámites de rigor, esta causa se encuentra en condiciones de ser resuelta, por lo que el Tribunal decidió tratar y votar las siguientes

CUESTIONES

Primera: ¿Corresponde hacer lugar al recurso de Casación interpuesto por la defensa del imputado F.?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?
A la primera cuestión planteada, el Sr. Juez, Dr. Mancini, dijo:

I. Del escrito que obra a fs. 31/35 de este legajo surgen los motivos de la presente impugnación.


El recurrente alega, en primer término, que la imputación contenida en la requisitoria de elevación a juicio no resulta clara, precisa y circunstanciada, tal como lo exige el art. 335 del C.P.P. y que tal déficit importa la transgresión del derecho de defensa en juicio consagrado en el art. 18 de la C.N.

En tal sentido, argumenta que los requisitos exigidos por el art. 335 del rito no se satisfacen con el mero relato de las constancias de la causa desde que –en su criterio- la requisitoria de elevación a juicio contiene una imprecisa e indeterminada descripción de la conducta atribuida al imputado F. que imposibilitó el ejercicio de la defensa ante el desconocimiento de los hechos atribuidos. Agrega que tales deficiencias impiden la verificación de la correlación entre la acusación y el fallo. 


Considera que lo señalado se evidencia en virtud de que en el hecho que se consigna en la requisitoria en los apartados D y E, se afirma que el acceso carnal de la menor se produjo en agosto o septiembre y que ésta dio a luz a un niño el once de agosto del año siguiente, lo cual resulta científicamente imposible pues se trataría de un embarazo de un año de gestación.

Por otra parte, critica la desestimación –por extemporáneo- que el “a quo” efectuara del planteo que, en similares términos, introdujera en el debate. En tal sentido, argumenta que se trata de una nulidad de carácter absoluto por violación de la defensa en juicio, articulable en cualquier etapa del proceso y declarable aún de oficio.




Como agravio subsidiario, denuncia la violación de la debida correlación entre la imputación y el fallo.

Argumenta que el objeto procesal –entendido como la conducta atribuida al imputado- comprende aspectos objetivos (acontecimientos fácticos) y subjetivos (dolo, culpa y otros elementos subjetivos distintos del dolo y la culpa). Que todo el contenido subjetivo integra la conducta imputada, al punto que su variación modifica el objeto procesal, pues de otro modo el encartado y su defensa no tendrían oportunidad de refutarlos.

En relación al caso en particular, advierte que la sentencia de condena invoca elementos subjetivos en la conducta de F. que en ningún momento integraron la imputación, agregando un componente del que jamás pudo defenderse y generando –en consecuencia- una sorpresa que viola la defensa en juicio, pues la requisitoria de elevación a juicio describe accesos carnales, sin aludir a los aspectos subjetivos especiales distintos del dolo, propios del delito de corrupción de menores.

Por lo expuesto peticiona que se decrete la nulidad de la requisitoria de elevación a juicio y se absuelva a su asistido. Subsidiariamente pide la nulidad de la sentencia de condena respecto del delito de corrupción de menores agravada y, en atención al menor contenido del injusto de la conducta remanente, se imponga el mínimo legal por el delito de violación.

II. A fs. 43, la Sra. Defensora Adjunta de Casación desistió de la celebración de la audiencia de informes y mantuvo el recurso originario en todos sus términos. 

A fs. 44/46 y vta, la Sra. Fiscal Adjunta de Casación, adoptó igual postura que la defensa en relación a la celebración de la audiencia, y presentó memorial. 


En relación al agravio relativo a la nulidad de la requisitoria, peticionó su rechazo por resultar extemporáneo, agregando que el acto procesal atacado cumple acabadamente con las exigencias de los arts. 334 y 335 del rito.


Distinta postura asumió respecto a la queja en la que se denuncia violación al principio de congruencia.


Acompañó el planteo defensista y destacó que el Juzgador integró a la plataforma fáctica un elemento subjetivo que no formó parte de la imputación.


Peticionó, en definitiva, que se anule el pronunciamiento impugnado respecto del delito de corrupción de menores agravada por el vínculo, manteniéndose –sin embargo- la pena impuesta por estimar que resulta ajustada a la pena prevista para el delito de violación sexual calificada.


III. Corresponde ahora que me pronuncie sobre los puntos que motivaron el presente recurso.

Sin perjuicio de que podría presentar objeciones el argumento de extemporaneidad esgrimido por el sentenciante para rechazar el cuestionamiento a la validez de la requisitoria de elevación a juicio en cuenta de que el planteo defensista se refería a la pretendida conculcación de la defensa en juicio de rango constitucional que –de concurrir la transgresión- habilitaba a la declaración de nulidad, aún de oficio, y en cualquier estado y grado del proceso (art. 203 del rito), sin perjuicio de ello –decía- e ingresando al tratamiento sustancial de la objeción, entiendo que ese planteo es improcedente desde que no se advierte que la descripción de los episodios atribuidos al imputado F. adolezcan de imprecisiones de tal entidad que imposibiliten el conocimiento de la imputación y el ejercicio del derecho de defensa.


De la simple lectura de la requisitoria de elevación a juicio (cuya copia certificada obra a fs. 13/15 de este legajo) que es el acto procesal que el impugnante propone como parámetro para establecer la intimación, emerge con nitidez que la Fiscalía cumplimentó las exigencias del art. 335 del C.P.P., toda vez que especificó de modo suficiente las circunstancias de tiempo, lugar y modo de ocurrencia de los episodios rotulados como a), b), c), d) y e), sin que de la imprecisión en cuanto a la exacta fecha de ocurrencia de algunos de ellos implique la imposibilidad de resistir la imputación así formulada, puesto que la detallada enunciación de las particularidades de tales sucesos mentadas en cada uno de ellos alcanzan, en el caso, para perfilar adecuadamente el objeto procesal (posibilitando así la réplica del imputado y su defensor), sin mengua de los derechos de defensa en juicio y debido proceso consagrados en el art. 18 de la C.N.

Por otra parte, no es cierto que –como lo afirma el impugnante- la descripción de los sucesos consista en la mera enunciación de las constancias de la causa, desde que en la pieza acusatoria de fs. 13/15 aparecen claramente diferenciadas las conductas endilgadas a F. (apartado II) y los fundamentos probatorios de esa imputación en tal oportunidad procesal (apartado III).

No sobra señalar que la circunstancia apuntada por el impugnante en relación al hecho consignado en el apartado d) y e) de la requisitoria, vinculada con el plazo de gestación entre la fecha aproximada del forzado acceso carnal (agosto/septiembre) y el nacimiento del niño (11 de agosto del año siguiente), lejos de imposibilitar la defensa, acaso facilitaba la refutación de la imputación en esa etapa procesal. 

En tal sentido, el diligenciamiento de la pericia de ADN –cuya ponderación incriminante por el Juzgador, en orden a la existencia de una probabilidad mensurada en un 99,9999 % que D. D. F. sea el padre biológico de S. A. S., no viene cuestionada- demuestra que existió la concreta posibilidad de refutar la hipótesis fiscal con lo que, más allá del resultado desfavorable de esa pericia para los intereses de la defensa, de ello no se sigue que la imputación careciera de la debida circunstanciación. 


En definitiva, correctamente perfiladas en su acontecer fáctico las conductas imputadas al procesado F. en el requerimiento fiscal, propicio el rechazo de la nulidad articulada, por no mediar conculcación al derecho de defensa en juicio consagrado en el art. 18 de la C.N. 

Distinta debe ser, en mi modo de ver, la suerte del restante motivo casatorio que denuncia la violación de la debida correlación entre la imputación y el fallo por haberse integrado en el pronunciamiento en crisis elementos subjetivos específicos del delito de corrupción de menores, no incluidos a la acusación.


Tal como lo apunta la Defensa –sobre el punto acompañada por la Fiscalía ante esta sede-, de la simple lectura de los términos en que se fijaron los hechos penalmente relevantes en la requisitoria de elevación a juicio (reiterados en los lineamientos de la acusación y alegato final en el debate) y su comparación con el hecho que se tuvo por acreditado en la primera cuestión del veredicto, se aprecia –sin esfuerzo- que el Tribunal de mérito ha dilatado indebidamente el objeto procesal al incluir como circunstancia con trascendencia típica que el imputado F. desplegó los múltiples, diversos y reiterados actos de desviación sexual con “...un único designio de parte del prevenido cual era iniciar prematuramente a E. B. en la actividad sexual, con prácticas anormales, preparándola así para satisfacer deseos propios...”


Ya al intervenir en el Acuerdo Plenario celebrado en el expediente nro. 6467 tuve oportunidad de ensayar una caracterización del denominado principio de congruencia.

Recordé en dicha ocasión la postura de la Casación Penal Nacional, que sostuviera que el principio en trato implica correlación entre el hecho comprendido en la declaración indagatoria, el que fue objeto de acusación y el considerado en la sentencia penal; como así también la de la Sala 1ª de este Tribunal, que dijera que el mentado principio requiere identidad entre el hecho intimado en los sucesivos actos procesales por los que transcurre la imputación y el narrado en el veredicto y sentencia.

A ello agregué aquello que me parece más importante en el punto en cuestión, y es que, visto desde la posición del justiciable imputado, el principio de congruencia —garantía derivada del derecho de defensa para cuya protección rige- opera como un intento de impedir, bajo apercibimiento general de invalidez, que la amenaza de condena o la condena puedan ser abarcativas de un suceso diverso por extensión, a aquel que constituyó la imputación que fue el presupuesto de la puesta en marcha de la persecución estatal con pretensión punitiva, todo lo cual no es sino una mera descripción funcional del mecanismo que evidencia una arista más del esencial derecho de defensa mencionado al que se pretende asegurar resguardando su potencial ejercicio, oportuno y permanente, respecto de la integridad del acontecimiento histórico que, configurando, entitativamente la atribución, debe entonces ser afirmado con un contenido fáctico delimitado e inmutable, entendiendo tal inmutabilidad como la condición de permanecer inalterado en su “mismidad” a lo largo de las sucesivas muestras que se le van formulando a las partes con roles enfrentados en el proceso.
A mi modo de ver, el fallo en crisis viola el principio de congruencia pues el Tribunal de mérito introdujo el designio corruptor de F. que no se encontraba contenido en la descripción del hecho materia de acusación. 

La hipótesis fiscal, si bien describe otros acercamientos sexuales pretéritos, se circunscribió a cinco concretos episodios de violación en perjuicio de la menor B.

El novedoso aditamento integrado por el Sentenciante en su pronunciamiento, (el designio corruptor), impidió que la defensa tuviera la posibilidad de rebatirlo, ofreciendo las pruebas que hacían a su derecho, al tiempo que se vio privada de ejercer el control de las restantes probanzas teniendo en cuenta tal circunstancia penalmente relevante que, en definitiva, el Tribunal de mérito integró al hecho. 

Similar cortapisa sufrió el imputado F. quien no pudo formular los descargos que pudiera considerar pertinentes en tiempo procesal oportuno.

Ante la ausencia de recurso fiscal, me encuentro impedido de efectuar consideraciones relativas a una hipotética concurrencia material entre las violaciones perpetradas, pues ello implicaría transgredir el valladar impuesto por el segundo párrafo del art. 435 del rito que, ante resoluciones recurridas sólo por el imputado o en su favor, veda cualquier revocación, modificación o anulación en su perjuicio.

En virtud de lo expuesto, propicio anular parcialmente el fallo por violación del principio de congruencia derivado del derecho de defensa en juicio (art. 18 de la C.N. y art. 374 del C.P.P.), extirpar de la materialidad ilícita las circunstancias introducidas sorpresiva e indebidamente por el “a quo” referidas al designio corruptor de la conducta del imputado F., y recalificar su comportamiento –de conformidad con la subsunción jurídica escogida por el “a quo” respecto del hecho contenido en la acusación- como constitutivo del delito de Violación Calificada en los términos de los arts. 119 inc. 3° y 122 del C.P., según ley 11.179, reduciendo el monto de pena impuesto que estimo justo y adecuado establecer, de conformidad con las circunstancias atenuantes y agravantes que se declararon concurrentes a su respecto en los términos de los arts. 40 y 41 del C.P., en trece años de prisión, accesorias legales y costas.  

A mayor abundamiento, señalo que –amén de la ponderación de las agravantes y atenuantes a las que ya he hecho mención- me aparto de la pretensión del recurrente relativa a que –de prosperar este agravio- se imponga el mínimo legal por el delito de violación en virtud de la mínima incidencia que produce la intervención casatoria que propicio en la dosificación de la pena, toda vez que la desvanecida concurrencia ideal declamada en el fallo entre los delitos de  Corrupción Agravada y Violación Agravada no produce mutación alguna en la escala aplicable, en cuenta de lo dispuesto en el art. 54 del C.P.

Rigen los arts. 18 de la C.N. arts. 335, 374, 448, 451, 460, 530, 531 y ccdtes. del C.P.P., según ley 11.922).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero al voto del doctor Mancini en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la segunda cuestión, el Sr. Juez, Dr. Mancini, dijo:

Conforme quedara resuelta la cuestión anterior corresponde anular parcialmente el fallo impugnado por violación del principio de congruencia derivado del derecho de defensa en juicio (art. 18 de la C.N. y art. 374 del C.P.P.), extirpar de la materialidad ilícita las circunstancias introducidas sorpresiva e indebidamente por el “a quo” referidas al designio corruptor de la conducta del imputado F., y recalificar su comportamiento –de conformidad con la subsunción jurídica escogida por el “a quo”- como constitutivo del delito de Violación Calificada en los términos de los arts. 119 inc. 3° y 122 del C.P., según ley 11.179, reduciendo el monto de pena impuesto que se fija, de conformidad con las circunstancias atenuantes y agravantes que se declararon concurrentes a su respecto en los términos de los arts. 40 y 41 del C.P., en trece años de prisión, accesorias legales y costas.


Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero al voto del doctor Mancini en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal de Casación Penal resuelve: 
ANULAR PARCIALMENTE el fallo impugnado por violación del principio de congruencia derivado del derecho de defensa en juicio (art. 18 de la C.N. y art. 374 del C.P.P.), extirpar de la materialidad ilícita las circunstancias introducidas sorpresiva e indebidamente por el “a quo” referidas al designio corruptor de la conducta del imputado F., y recalificar su comportamiento –de conformidad con la subsunción jurídica escogida por el “a quo”- como constitutivo del delito de Violación Calificada en los términos de los arts. 119 inc. 3° y 122 del C.P., según ley 11.179, reduciendo el monto de pena impuesto que se fija, de conformidad con las circunstancias atenuantes y agravantes que se declararon concurrentes a su respecto en los términos de los arts. 40 y 41 del C.P., en trece años de prisión, accesorias legales y costas.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase a la instancia de origen.

Fdo.: FERNANDO LUIS MARIA MANCINI;  JORGE HUGO CELESIA. Ante mi: Gonzalo Santillán

